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A – 156 

Proceso: Verbal 

Demandante: Alcides de Jesús Gallego Toro y otros. 

Demandados: E.P.S. SALUDCOOP y otros. 

Radicado: 05001 31 03 007 2017-00287-02 

Procedencia: Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Medellín. 

Asunto: Apelación contra auto aprobatorio liquidación costas 

Decisión: Confirma 

Temas: Fijación de agencias en derecho tratándose de pretensiones 

pecuniarias – Acuerdo PSAA16-10554 de 2016. 

 

Medellín, Doce (12) de Diciembre del dos mil veintitrés (2023) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

como subsidiario al de reposición, por la apoderada de la parte actora contra 

el auto proferido el día 26 de junio del calendario que finaliza, por el cual se 

aprobó la liquidación de costas y agencias en derecho. 

 



ANTECEDENTES 

 

En el proceso de la referencia, mediante auto del pasado 26 de junio, el señor 

Juez Séptimo Civil del Circuito de Medellín aprobó la liquidación de costas 

realizada por la secretaría de ese despacho y que habían sido impuestas en 

las sentencias de primera y segunda instancia, incluyendo las que en la 

primera se establecieron en favor de la codemandada Estudios e Inversiones 

médicas S.A. -Esimed SA y a cargo de los demandantes, cuyo monto ascendió 

a $23’114.703. 

 

Contra la anterior decisión oportunamente la apoderada de la parte actora 

interpuso los recursos de reposición y, en subsidio, apelación, argumentando, 

en esencia, que no se dio aplicación al numeral 1º del artículo 5º del Acuerdo 

PSAA16-10554 de 2016, pues en el presente asunto se reconoció a sus 

representados perjuicios por daño moral y a la vida de relación, a quienes por 

otro lado impuso condena en costas en favor de la codemandada Estudios E 

Inversiones Medicas S.A. – Esimed S.A. por valor de $23.114.703, monto este 

que de acuerdo con la norma citada resulta excesivo “si se tiene en cuenta la 

reducción de la condena que a favor nuestro fue declarada en segunda 

instancia y más importante aún, la gestión realizada por dicho demandado, 

esto es, Estudios E Inversiones Medicas S.A. – Esimed S.A., a lo largo de la 

Litis, que no justificaría la imposición tal alta de los valores a ellos reconocidos 

por costas y agencias en derecho.”. En apoyo de su aspiración invoca también 

el numeral 4º del artículo 366 del C.G.P. 

Pidió finalmente que una vez desatado el recurso y disminuido el monto 

cuestionado, fuera este compensado con las costas liquidadas a favor de la 

parte demandante en cuantía de $12.787.652. 



 

Por auto del pasado 2 de agosto, el señor juez a-quo despachó negativamente 

el recurso horizontal y concedió la alzada, aduciendo, básicamente, que 

conforme al  numeral 4º del artículo 366, para la fijación de agencias en 

derecho deben aplicarse las tarifas establecidas por el Consejo Superior de la 

Judicatura, encontrando que el numeral 1º del artículo 5º del Acuerdo 

PSAAPSAA16-10554 de 2016 establece que “en los procesos declarativos de 

mayor cuantía, las agencias en derecho van desde el 3 hasta el 7.5% de lo 

pedido en la demanda”, y que “las pretensiones de contenido pecuniario 

formuladas por la parte demandante ascienden a la suma de 570.490.109 

contando los perjuicios de índole patrimonial y extrapatrimonial, conforme se 

advierte en la reforma de la demanda (PDF 04 del C01).”, por lo que las fijadas 

en primera instancia en favor de la codemandada Estudios e Inversiones 

médicas S.A. -Esimed SA- y a cargo de los demandantes, se adecúan a los 

parámetros señalados que determinan un rango entre $17.114.703 - que sería 

el  3%-, y  $42.786.758, que sería el 7.5%, siendo así que el monto fijado no 

resulta ni desproporcionado ni irrisorio, pues para su tasación se consideró la 

complejidad del asunto, la duración, la cuantía y la labor del profesional que 

agenciaba los intereses de la codemandada beneficiaria. Por demás, dijo, la 

sentencia de segunda instancia mantuvo esa decisión. 

 

Posteriormente la recurrente solicitó modificar el efecto suspensivo en que fue 

concedido el recurso, los cual recibió despacho negativo mediante auto del 

pasado 2 de octubre. 

 

Para resolver en recurso de apelación se ofrecen las siguientes breves pero 

suficientes 



 

CONSIDERACIONES. 

 

Sea lo primero advertir que el punto materia de discusión en esta oportunidad, 

que lo es el monto de las agencias en derecho fijadas incluso en la propia 

sentencia de primera instancia, a cargo de la parte actora y en favor de la 

codemandada Estudios E Inversiones Medicas S.A. – Esimed S.A, a quien se 

estimó no legitimada en la causa por pasiva, no fue y no podía ser conforme 

al artículo 366-5º del C.G.P., materia del recurso de apelación interpuesto 

contra la sentencia de primer grado. Es más, ni siquiera fue materia de 

apelación la falta de legitimación en la causa declarada en favor de aquella. 

De ahí que nada haya decidido el tribunal al respecto al desatar los recursos 

de apelación interpuestos contra la sentencia. 

 

En cuanto a la discusión que ahora se plantea, es claro que conforme al 

artículo 366 del C.G.P en concordancia con el artículo 5º del Acuerdo PSAA16-

10554 de 2016, las tarifas de agencias en derecho para la primera instancia 

en procesos declarativos, cuando en la demanda se formulen pretensiones de 

contenido pecuniario, se determinan así: “(i) De menor cuantía, entre el 4% 

y el 10% de lo pedido; (ii) De mayor cuantía, entre el 3% y el 7.5% de lo 

pedido”. También es claro en establecer que “En aquellos asuntos que 

carezcan de cuantía o de pretensiones pecuniarias, entre 1 y 10 S.M.M.L.V.” 

 

Previamente había señalado el artículo 3º del mismo Acuerdo: “Cuando las 

agencias en derecho correspondan a procesos en los que se formularon 

pretensiones de índole pecuniario, o en los que en la determinación de la 

competencia se tuvo en cuenta la cuantía, las tarifas se establecen en 



porcentajes sobre el valor de aquellas o de ésta. Cuando la demanda no 

contenga pretensiones de dicha índole, o cuando se trate de la segunda 

instancia, de recursos, o de incidentes y de asuntos asimilables a los mismos, 

las tarifas se establecen en salarios mínimos mensuales legales vigentes, en 

delante S.M.M.L.V.”, precisándose en el Parágrafo 1o de dicho artículo que 

“Para los efectos de este acuerdo entiéndase que las pretensiones no son de 

índole pecuniario cuando lo que se pide sea la simple declaración o ejecución 

de obligaciones de hacer o no hacer, licencias, designaciones, declaración de 

situaciones, autorizaciones, correcciones o solicitudes semejantes”. Para 

mayor claridad señala en Parágrafo 2º que, si en la demanda convergen 

pretensiones pecuniarias y no pecuniarias, “la base para determinar las 

agencias la constituirán las primeras”. 

 

Interesa la anterior reseña porque en el escrito introductorio del recurso, al 

citar el aparte que estima trasgredido del mencionado Acuerdo regulatorio de 

las agencias en derecho, la impugnante resalta lo siguiente: “Por la 

naturaleza del asunto. En aquellos asuntos que carezcan de cuantía 

o de pretensiones pecuniarias, entre 1 y 10 S.M.M.L.V.”, como 

sugiriendo que era con base en este que debía el a-quo haber fijado las 

agencias en derecho aquí cuestionadas. Pero esto evidentemente es partir de 

una premisa equivocada toda vez que conforme al parágrafo 1º del artículo 

3º, transcrito antes, las pretensiones no son de índole pecuniario “cuando lo 

que se pide sea la simple declaración o ejecución de obligaciones de hacer o 

no hacer, licencias, designaciones, declaración de situaciones, autorizaciones, 

correcciones o solicitudes semejantes.”, que no es el caso puesto que las 

pretensiones formuladas fueron pecuniarias, por lo que las tarifas se 



establecen en porcentajes sobre el valor de aquellas, según lo señala el 

artículo 3º ib. 

 

De otro parte, el hecho de que en la sentencia de segunda instancia se haya 

revocado parte de las condenas impuestas en la primera instancia en favor de 

los demandantes y a cargo de los codemandados Pablo Fernando Salgado y 

la EPS SALUDCOOP tampoco es argumento para reducir las agencias en 

derecho aquí cuestionadas, pues la sentencia apelada no impuso condena 

alguna a la beneficiaria de estas (Estudios E Inversiones Medicas S.A. – 

Esimed S.A ), por el contrario, justamente por haber declarado en su favor la 

falta de legitimación en la causa, se condenó en costas a los demandantes en 

favor suyo. 

 
Ahora, si como lo aduce el a-quo en el auto que resolvió la reposición, las 

pretensiones pecuniarias formuladas ascienden a $570.490.109, la suma 

fijada como agencias en derecho en favor de la codemandada Estudios E 

Inversiones Medicas S.A. – Esimed S.A, y a cargo de los demandantes no llega 

siquiera al 4.052% de aquél monto, por lo que claramente se ubica muy cerca 

al porcentaje mínimo establecido en el citado Acuerdo. 

 
Lo visto resulta suficiente para concluir que el auto apelado debe mantenerse, 

aunque sin imposición de costas por no aparecer causadas, y es por ello que 

la suscrita magistrada 

 
RESUELVE 

 

Primero: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

 



Segundo: Devuélvanse las piezas digitales al despacho de origen. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA. 

Magistrada. 
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